El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 17 de mayo de 2018
Proceso:


Habeas Corpus
Radicación Nro. :

66001-31-10-003-2018-00263-01
Accionante (s): 

Jhon Fredy Montoya Serna
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


HABEAS CORPUS / PENDIENTE APELACIÓN / AUTO AHP472-2017 DEL 31 DE ENERO DE 2017 M.P. EYDER PATIÑO CABRERA, RADICADO NO. 49.631 / NIEGA / CONFIRMA – Considera el demandante que está ilegalmente privado de la libertad porque a pesar de haber transcurridos más de 240 días desde la fecha en que se presentó escrito de acusación, aún no se ha dado inicio a la audiencia de juicio oral.

(…)
Surge de esas pruebas que el señor Jhon Fredy Montoya Serna se encuentra privado de su libertad en razón a la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento de reclusión, impuesta en su contra por la autoridad competente, dentro del proceso que se sigue en su contra por el delito de desplazamiento forzado agravado, en concurso con concierto para delinquir.

También, que el accionante elevó petición con el fin de que se le concediera la libertad por vencimiento de términos y que si bien esta ya fue resuelta en primera instancia, aún se encuentra pendiente el pronunciamiento sobre el recurso de
(…)
Como atrás se indicara, en el asunto bajo estudio se encuentra acreditado que la petición presentada ante el juez competente, relativa a la libertad por vencimiento de términos, se encuentra a la espera de la decisión definitiva y por tanto, el juez de hábeas corpus se encuentra impedido para ordenarla, ya que ello implicaría una invasión de órbitas ajenas, porque como lo enseña la jurisprudencia  que se acaba de transcribir, esta excepcional acción no está prevista como mecanismo alternativo de protección del derecho cuya protección se reclama.

En conclusión, como se considera acertada la decisión que se revisa, pues no se ha producido circunstancia alguna que justifique conceder el amparo solicitado, la misma será confirmada.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Expediente No. 66001-31-10-003-2018-00263-01

Pereira, mayo diecisiete (17) de dos mil dieciocho (2018)

Hora: dos de la tarde (2:00 p.m.)

Decide esta Sala el recurso de apelación formulado por el señor Jhon Fredy Montoya Serna frente al auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 11 de mayo pasado, que negó en primera instancia la solicitud de hábeas corpus por él elevada, tendiente a obtener la restauración de su derecho fundamental a la libertad que estimó quebrantado. 

A N T E C E D E N T E S

1. En el escrito con el que se promovió la acción relató el apoderado del peticionario los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 El señor Jhon Fredy Montoya Serna se encuentra privado de la libertad desde el 2 de mayo de 2017, de conformidad con la medida adoptada en el proceso penal radicado bajo el No. 110016099069201580212.
1.2 El 1º de septiembre de 2017 la Fiscalía Primera Especializada Delegada GAULA presentó escrito de acusación y a partir de esa fecha empezó a correr el término para adelantar la audiencia de juicio oral. Sin embargo, luego de transcurridos más de los 240 días contemplados en la ley, ni siquiera se ha programado audiencia preparatoria.
1.3 Ni él ni su defendido han incurrido en maniobra dilatoria alguna; al contrario, han asistido a todas las audiencias y no han formulado solicitudes de aplazamiento, proceder que también se puede predicar de las demás partes procesales.
1.4 El pasado 4 de mayo solicitó a favor de su poderdante “audiencia de causal de libertad por vencimiento de términos”, de acuerdo con el numeral 5 del artículo 317 del Código de Procedimiento Penal.

1.5 Esa diligencia se llevó a cabo el 11 del citado mes, ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con funciones de control de garantías.

1.6 El juez negó la petición, a pesar de que se trata de un caso de naturaleza objetiva y taxativa que como tal impone la obligación de ordenar la libertad inmediata del acusado, con el argumento de que los términos se encontraban suspendidos desde el “4 de abril por razón de un preacuerdo que no es de interés jurídico del accionante y que no ha sido improbado”, decisión que desconoce los principios pro homine y de legalidad y el precedente jurisprudencial, pues en este caso no existe causa razonable para la falta de realización de la audiencia de juicio oral por parte del Juzgado Segundo Penal Especializado del Circuito de Pereira. 
2. Solicitó: a) realizar control constitucional a la acción de hábeas corpus en lo referente a la causal del numeral 5 del artículo 317 del Código de Procedimiento Penal y b) ordenar la libertad inmediata del señor Montoya Serna.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 11 de mayo último se dispuso dar trámite a la acción contra el Juzgado Quinto Penal Municipal con funciones de control de garantías de Pereira, se ordenó vincular al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de esta ciudad y se decretaron pruebas.

2. Solamente se pronunció el titular del Juzgado Quinto Penal Municipal con función del control de garantías. Informó que en audiencia celebrada el 11 de mayo último negó la solicitud de libertad por vencimiento de términos formulada por el apoderado del accionante. Esta decisión fue apelada y el recurso fue concedido en el efecto devolutivo ante los Jueces Penales del Circuito de esta ciudad; para su reparto se remitieron las diligencias ese mismo día.

Alegó que en este caso la acción constitucional es improcedente ya que aún no se han agotado los mecanismos ordinarios de defensa judicial.
3. Mediante proveído de aquella misma fecha, el Juzgado Tercero de Familia de Pereira resolvió negar por improcedente la petición de hábeas corpus, al considerar que esta acción constitucional no constituye una figura alternativa para los trámites que se deben adelantar ante el juez natural. En este asunto, el actor hizo uso del recurso ordinario de apelación frente al auto que resolvió la solicitud de libertad y esta instancia se encuentra pendiente. 
De todas formas, agregó, la citada petición debe ser despachada desfavorablemente porque de acuerdo con las pruebas aportadas: a) el escrito de acusación se presentó el 1º de septiembre de 2017; b) el 9 de octubre siguiente se declaró legal el impedimento planteado por la Juez Primera Penal del Circuito Especializada; c) se programó el 7 de febrero de 2018 como la fecha para realizar la audiencia de acusación; d) el 29 de enero de 2018 la defensa solicitó aplazamiento de esa diligencia, teniendo en cuenta que suscribiría un preacuerdo; e) el 26 de febrero pasado, fecha en la que la Fiscalía incorporó el preacuerdo, no se pudo llevar a cabo la audiencia preparatoria porque “no fue trasladado uno de los procesados” y f) el 4 de abril se suspendió esa diligencia por “motivos de fuerza mayor atribuibles al Juez, procediéndose a señalar nueva fecha para el 25 de junio”. Por ello es inexistente “la prolongación de la privación de la libertad”, tal como lo concluyó el juzgado de garantías.
4. Inconforme con esa decisión, el peticionario la impugnó.
5. En esta sede su apoderado sustentó las razones de su disenso. A los argumentos que ya había planteado en el escrito de hábeas corpus, agregó que: a) no está acreditada la causa que justifique el hecho de que aún no se haya llevado a cabo la audiencia de juicio oral; b) de forma excepcional el juez constitucional puede intervenir para garantizar los derechos del detenido cuando se advierta una vía de hecho, tal como la ocurrida en este caso y c) la acción de hábeas corpus, contrario a la de tutela, no es subsidiaria sino principal, razón por la cual no es necesario que se agoten los medios ordinarios de defensa judicial.

Solicitó se acceda a sus pretensiones y se decrete como prueba la acreditación “de la causa justa y razonable acaecida como de fuerza mayor supuestamente sufrida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado”.    
C O N S I D E R A C I O N E S
1. Tiene competencia esta Magistrada para conocer de la presente acción, de conformidad con el artículo 7° de la Ley 1095 de 2006
.

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso procede la acción de hábeas corpus. En caso positivo, si debe protegerse al peticionario el derecho fundamental a la libertad personal consagrado en el artículo 28 de la Constitución Nacional.

3. Ese derecho se garantiza con el mecanismo especial de protección de hábeas corpus que consagra el artículo 30 de la misma Carta, así: “Quien estuviera privado de su libertad y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el hábeas corpus, el cual deberá resolverse en el término de treinta y seis horas.”

En desarrollo de tal garantía, el Congreso de la República expidió la ley 1095 de 2006 que en el artículo 1º dijo que esa acción, además de ser la vía adecuada para lograr la protección del derecho a la libertad, es también un derecho fundamental, y en el artículo 2º estableció una competencia general para conocerla en todos los jueces y tribunales que integran la Rama Judicial.

De acuerdo con la norma constitucional transcrita y el artículo 1º de la ley citada, la acción resulta procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o cuando esa privación se prolongue de manera ilegal, como lo explica la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia
: 

“a) Cuando la aprehensión de una persona se lleva a cabo por fuera de las formas constitucional y legalmente previstas para ello, como sucede con la orden judicial previa (artículos 28 de la Constitución  Política, 2° y 297 de la Ley 906 de 2004), la flagrancia (artículos 345 de la Ley 600 de 2000 y 301 de la Ley 906 de 2004), la captura públicamente requerida (artículo 348 de la Ley 600 de 2000) y la captura excepcional (artículo 21 de la Ley 1142 de 2007). 
b) Cuando, obtenida legalmente la captura, la privación de la libertad se prolonga más allá de los términos previstos en la Constitución y en la ley.  En tal supuesto, la acción de hábeas corpus tiene por objeto que el servidor público: i) lleve a cabo la actividad a que está obligado (por ejemplo: escuchar en indagatoria, dejar a disposición judicial al capturado, hacer efectiva la libertad ordenada, etc.) o bien, ii) adopte la decisión correspondiente al caso (definir su situación jurídica dentro del término legal, ordenar la libertad frente a la captura ilegal, entre otras hipótesis posibles)…”
4. Considera el demandante que está ilegalmente privado de la libertad porque a pesar de haber transcurridos más de 240 días desde la fecha en que se presentó escrito de acusación, aún no se ha dado inicio a la audiencia de juicio oral. 

5. Las pruebas documentales aportadas, particularmente el audio de la audiencia celebrada ante el Juez Quinto Penal Municipal con función de control de garantías, el 11 de mayo último
, acreditan los siguientes hechos:
5.1 Dentro del proceso de desplazamiento forzado agravado y concierto para delinquir adelantado contra el señor Jhon Fredy Montoya Serna, el 1º de septiembre de 2017 se presentó el escrito de acusación
. 
5.2 El 11 de mayo último se llevó a cabo audiencia para resolver sobre la solicitud de libertad elevada por el citado señor, ante el Juez de control de garantías. En ella intervino el  apoderado del accionante para decir, en síntesis, que no se ha dado inicio a la audiencia de juicio oral a pesar de que ya han transcurrido más de los 240 días, contemplados como término para ese efecto por el artículo 317 del Código de Procedimiento Penal. Además, que no     se presenta causal alguna de restablecimiento de términos ya que     no han incurrido en maniobras dilatorias, ni su defendido suscribió 
preacuerdo
.

El señor Juez Quinto Penal Municipal de Garantías indicó que en el  proceso de desplazamiento forzado agravado y concierto para delinquir adelantado contra el accionante, el 4 de mayo de 2017 se impuso en su contra medida de aseguramiento de privación de la libertad en establecimiento de reclusión, la cual fue prorrogada por un año más, mediante auto del 23 de abril de 2018
, y decidió negar la solicitud de libertad en razón a que con el preacuerdo realizado por los demás coprocesados, se suspendieron los términos para la iniciación de la audiencia de juicio oral, independientemente de que el peticionario hubiese estado al margen de esa negociación, en virtud de la figura de unidad de defensa
.

El apoderado del accionante interpuso recurso de apelación contra esa decisión
.     
6. Surge de esas pruebas que el señor Jhon Fredy Montoya Serna se encuentra privado de su libertad en razón a la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento de reclusión, impuesta en su contra por la autoridad competente, dentro del proceso que se sigue en su contra por el delito de desplazamiento forzado agravado, en concurso con concierto para delinquir.
También, que el accionante elevó petición con el fin de que se le concediera la libertad por vencimiento de términos y que si bien esta ya fue resuelta en primera instancia, aún se encuentra pendiente el pronunciamiento sobre el recurso de apelación que su apoderado formuló contra esa providencia.

7. En la providencia de la Corte que atrás se transcribió parcialmente, dijo la misma Corporación: 
“… se hace imperioso reiterar que una vez dirigida la acción constitucional a proteger a la persona de la privación ilegal de la libertad o de su indebida prolongación, al juez constitucional, en el examen puesto a su consideración, le está vedado incursionar en terrenos extraños a este específico tema, so pena de invadir órbitas que son propias de la competencia del juez natural al que la ley le ha asignado su conocimiento, pues de lo contrario desbordaría la naturaleza de su función constitucional destinada a la protección de los derechos fundamentales. 
En otros términos, como de manera reiterada lo ha indicado la jurisprudencia de la Corte, la procedencia de esta acción se encuentra supeditada a que el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su ilícita prolongación, haya acudido primero a los medios previstos en el ordenamiento legal dentro del proceso que se le adelanta, pues, se reitera, lo contrario conllevaría a una injerencia indebida sobre las facultades que son propias del juez que conoce de la causa.
En otras palabras, si bien es cierto que el hábeas corpus no necesariamente es siempre residual y subsidiario, también lo es que cuando existe un proceso judicial en trámite no puede utilizarse con ninguna de las siguientes finalidades:

i) Sustituir los procedimientos judiciales comunes dentro de los cuales deben formularse las peticiones de libertad; ii) reemplazar los recursos ordinarios de reposición y apelación establecidos como mecanismos legales idóneos para impugnar las decisiones que interfieren el derecho a la libertad personal; iii) desplazar al funcionario judicial competente; y iv) obtener una opinión diversa -a manera de instancia adicional- de la autoridad llamada a resolver lo atinente a la libertad de las personas
. 

Por lo tanto, a partir del momento en que se impone la medida de aseguramiento, todas las peticiones que tengan relación con la libertad del procesado deben elevarse  al interior del proceso penal, no a través del mecanismo constitucional de hábeas corpus,  pues, se reitera, esta acción no está llamada a sustituir el trámite del proceso penal  ordinario.” (Subrayas fuera del texto original) 
8. Como atrás se indicara, en el asunto bajo estudio se encuentra acreditado que la petición presentada ante el juez competente, relativa a la libertad por vencimiento de términos, se encuentra a la espera de la decisión definitiva y por tanto, el juez de hábeas corpus se encuentra impedido para ordenarla, ya que ello implicaría una invasión de órbitas ajenas, porque como lo enseña la jurisprudencia  que se acaba de transcribir, esta excepcional acción no está prevista como mecanismo alternativo de protección del derecho cuya protección se reclama.

9. En conclusión, como se considera acertada la decisión que se revisa, pues no se ha producido circunstancia alguna que justifique conceder el amparo solicitado, la misma será confirmada.

10. Para terminar, considera a Sala aclarar que no se requirió decretar la prueba solicitada en esta sede, relativa a la acreditación de la fuerza mayor que llevó al Juzgado Segundo Penal Especializado a aplazar una de las diligencias programadas, porque con independencia de tal medio probatorio, la acción de hábeas corpus no está llamada a prosperar al encontrarse pendiente de resolver el recurso de apelación formulado por el peticionario contra el auto que le negó la libertad. 
Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
R E S U E L V E 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 11 de mayo último, por medio del cual el Juzgado Tercero de Familia de Pereira negó la acción de hábeas corpus formulada por Jhon Fredy Montoya Serna.

SEGUNDO: Infórmese a los interesados que contra esta decisión no procede ningún recurso.

TERCERO: Por la secretaría líbrense las comunicaciones correspondientes.

Notifíquese y cúmplase,
La Magistrada,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Corte Constitucional, sentencia C-187 de 2006, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� Auto AHP472-2017 del 31 de enero de 2017 M.P. Eyder Patiño Cabrera, radicado No. 49.631


� Que consta en el disco compacto visible a folio 28 del cuaderno No. 1


� Folios 17 a 19 cuaderno No. 1


� Minuto 2,15 a 8,04 


� Tal como lo informó el Juez Quinto Penal Municipal de Garantías en la diligencia. Minuto 17,57 a 18,07


� Minuto 17,20 a 28,03


� Minuto 28,05 a 37,00


� Ver, entre otros, auto de habeas corpus del 26 de junio de 2008, radicado No. 30.066
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